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Una de las principales funciones del Estado es garantizar la protección y el bienestar social 
de los ciudadanos, pues en ello consiste un Estado Social. Para ello se crea la seguridad 
social, cuyo principal fin es velar y gestionar aquellos servicios sociales y económicos 
destinados a los ciudadanos. El presente trabajo tiene como objetivo valorar la situación 
actual de la seguridad social en el Ecuador como el derecho que tiene toda persona para 
acceder a una adecuada protección, garantizándose para todos el derecho a la salud, la 
asistencia médica, la protección de los medios de subsistencia y los servicios sociales 
necesarios para el bienestar individual y colectivo; fundamentándose en principios como la 
obligatoriedad, la eficiencia, la solidaridad, la equidad, la universalidad, la suficiencia y la 
subsidiariedad. Para cumplir el objetivo trazado se utilizaron como métodos de 
investigación el análisis y síntesis; la inducción y deducción; el teórico-jurídico; exegético 
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analítico y el análisis de documentos. Con la aplicación de estos métodos se obtuvo como 
resultado la determinación de los principales beneficios y deficiencias de la Ley de 
Seguridad Social en Ecuador, y a partir de allí se realizó una propuesta que, a través de 
algunas pautas debidamente fundamentadas, contribuyan a perfeccionar el sistema de 
seguridad social en el ordenamiento jurídico ecuatoriano. 
PALABRAS CLAVE: seguridad social; derechos humanos; derecho fundamental; 
pensiones; sector público y privado. 
 
ABSTRACT 
One of the main functions of the State is to guarantee the protection and the social well-
being of the citizens, because in it consists it a Social State. For it is believed it the social 
security whose main end is to veil and to negotiate those social and economic services 
dedicated to the citizens. The present work has as objective to value the current situation 
of the social security in the Ecuador, being considered this as the right that has all person 
to consent to an appropriate protection, guaranteeing stops all the right to the health, the 
medical attendance, the protection of the means of subsistence and the necessary social 
services for the individual and collective well-being; being based in principles like the 
obligatory, the efficiency, the solidarity, the justness, the universality, the sufficiency and the 
subsidiarized. To complete the objective layout, they were used as investigation methods 
the analysis and synthesis; the induction and deduction; the theoretical-juridical one; 
analytic exegetic and the analysis of documents. With the application of these methods it 
was obtained the determination of the main benefits and deficiencies of the Law of Social 
security as a result in Ecuador, and starting from there he/she was carried out a proposal 
that, through some properly based rules, contribute to perfect the social security system in 
the Ecuadorian juridical classification. 




En países de América Latina, donde aumenta el envejecimiento poblacional y la 
restructuración de las familias, el financiamiento y continuo perfeccionamiento de los 
sistemas de seguridad social se han convertido en una tarea de primer orden.  
Ecuador es un Estado que, como señala el artículo 1 de la Constitución, se proclama como 
“…un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, 
independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico…”, por ello, resulta indiscutible 
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que las políticas sociales deben tener un amplio desarrollo para que, en todas las 
situaciones de desigualdad social, la prioridad sea combatir los obstáculos que impidan la 
realización de la justicia y de la igualdad social. Para González Ortega y Barceló Cobedo 
(2017), las políticas sociales son los instrumentos de los que se vale el Estado para 
alcanzar sus objetivos de igualdad material, de equidad social y de participación. 
La seguridad social no es sólo una institución de importancia en nuestro ordenamiento 
jurídico, sino que también constituye una realidad persistente en el escenario político y 
económico nacional de nuestro país, por ello, en el presente proyecto se realiza un breve 
análisis de la Ley No. 55 de 30 de noviembre del 2001 “Ley de Seguridad Social”, a partir 
del estudio de los principales aspectos positivos que en ella se reconocen, dentro de los 
cuales se pueden citar: la ampliación de la protección obligatoria a todas las personas que 
perciben ingresos regulares con relación de dependencia o sin ella, garantizando el 
derecho del afiliado a elegir el prestador de salud y el administrador de su ahorro individual 
obligatorio, además del aumento de la edad de jubilación por vejez de 55 a 60 años.  
Para ello, se estructuró el trabajo en dos partes, la primera dedicada a realizar un recorrido 
histórico de los antecedentes de la Seguridad Social en el Ecuador, así como el análisis de 
los principios que se regulan; y la segunda, encaminada a realizar un breve análisis de los 
principales beneficios y deficiencias que se pueden sintetizar del análisis, interpretación y 
aplicación de la Ley de Seguridad Social en Ecuador.  
Con respecto al análisis de los antecedentes históricos de la seguridad social, resulta válido 
recordar que, en los últimos años, los sistemas de seguridad social han presentado 
dificultades en su concepción y puesta en práctica, como consecuencia de factores 
diversos relacionados con el encarecimiento de las cuotas establecidas; deficiencias en el 
nivel de protección; así como en el alcance de la cobertura prometida. 
La seguridad social es el conjunto de garantías legales que tienen por objeto brindar al ser 
humano igualdad de oportunidades para su bienestar y el de su familia, representando una 
garantía constitucional a través de la cual el Estado brinda protección a los miembros de la 
sociedad. Dentro del conjunto de acciones que la componen, la seguridad social aparece 
como una específica técnica de protección frente a los riesgos y necesidades sociales 
(Goerlich Peset, 2016).  
Así, representa un instrumento de garantía del derecho de todo individuo a vivir una vida 
digna en aquellas situaciones de social distress (angustia social), como por ejemplo vejez, 
desempleo, enfermedades, o cualquier otra circunstancia que tienda en definitiva a 
dificultar el goce pleno de vivir con dignidad. Así mismo, es un derecho que condiciona la 
consecución de otros derechos humanos, como el derecho a la salud o el derecho a un 
nivel de vida adecuado (Hidalgo Rueda & Vargas Rodríguez, 2015). 
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Su amparo se encuentra en el artículo 55 de la Constitución que establece: “La seguridad 
social será deber del Estado y un derecho irrenunciable de todos los habitantes. Se 
prestará con la participación de los sectores público y privado de conformidad con la Ley”.  
Por otra parte, el siguiente artículo expresa: “La prestación del seguro general obligatorio 
será responsabilidad del IESS, entidad autónoma dirigida por un organismo técnico, 
administrativo”. 
La seguridad social fue instituida en Ecuador en el pasado siglo, incluyendo el sector 
público, el privado, y empleando la caja de pensiones y del seguro. El 13 de marzo de 1928 
mediante Decreto Nº 18 publicado en el Registro Oficial Nº 59, se expidió la Ley de 
Jubilación, Montepío Civil, Ahorro y Cooperativa, que representó el inicio del actual régimen 
del Seguro Social ecuatoriano con la creación de la Caja de Pensiones, que perseguía 
garantizar la seguridad social del sector público y privado, erigiéndose como una entidad 
que aseguraría con un patrimonio independiente al estatal, los beneficios de la jubilación 
(Ortega Villalba & Douglas Rosero, 2007). 
Por Decreto Supremo No. 12 de 2 de octubre de 1935 Federico Páez suscribe la Ley del 
Seguro Social Obligatorio y crea el Instituto Nacional de Previsión como organismo superior 
del Seguro Social y director y ejecutor de la seguridad social. Posteriormente, en 
consonancia con el Decreto Supremo No. 40, publicado en el Registro Oficial No. 15, de 
10 de julio de 1970, se transforma la Caja Nacional del Seguro Social en el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) (Durán Ponce, 2015).  
El Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social es una institución encargada de brindar todos 
los beneficios y prestaciones que puedan derivarse de la Ley de Seguridad Social 
ecuatoriana. De sus propios estatutos se definen su naturaleza independiente y autónoma, 
dotada de personalidad jurídica para actuar como sujeto de derecho. 
El presente trabajo tiene como principal objetivo analizar las principales deficiencias y 
beneficios de la Ley de Seguridad Social en el Ecuador, sin agotar, como es lógico, todo 
su contenido. Para cumplir el objetivo trazado se utilizaron como métodos de investigación 





I. ANTECEDENTES DE LA SEGURIDAD SOCIAL EN ECUADOR 
Los sistemas de seguridad social están en constante evolución, constituyen una obra 
inacaba, susceptible de transformación, que día a día van adaptándose a las nuevas 
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realidades sociales con sus propios retos históricos. Actualmente, se puede hablar de un 
derecho vivo de la seguridad social contemplado y regulado en la actual Constitución del 
Ecuador (Bossio, 1954-2014). 
La seguridad social como derecho universal de todos los ciudadanos, y el derecho a ella, 
nació como fruto de declaraciones y acuerdos internacionales. Existen numerosos 
instrumentos internacionales en materia de seguridad social. Entre ellos pueden citarse 
aquellos que son de carácter general, como por ejemplo: los adoptados en el seno de la 
Organización de Naciones Unidas, entre los que se encuentran la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos de 1948; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
de 1966; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966; 
y por último los adoptados en el seno de la Organización de los Estados Americanos, como 
lo es la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948.  
Entre los instrumentos de carácter declarativo en materia de seguridad social encontramos 
los adoptados en el seno de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), dentro del 
cual se encuentran la Recomendación No. 67 sobre la seguridad de los medios de vida de 
1944 y la Recomendación No. 69 sobre la asistencia médica en el propio año.  
En el seno de la Organización Iberoamericana de Seguridad Social pueden mencionarse 
la Declaración Iberoamericana de Seguridad Social de Buenos Aires de 1972; el Convenio 
Iberoamericano de Seguridad Social de Quito en 1978 y el Tratado de la Comunidad 
Iberoamericana de Seguridad Social en 1982. 
La Declaración de Acapulco en 1992 fue adoptada en el marco de la Conferencia 
Iberoamericana de Seguridad Social; y paralelamente existen otros instrumentos 
declarativos en materia de Seguridad Social como son: la Declaración de Alma-Ata de 
1978; los acuerdos adoptados por las Cumbres Iberoamericanas de Jefes de Estado y de 
Gobierno, relativos a Seguridad Social (1991, 1992, 1993, 1994, 1995); y el acuerdo sobre 
la Seguridad Social en Iberoamérica en 1992. 
Por último, pueden citarse los instrumentos de seguridad social de carácter normativo, 
entre los cuales se encueran aquellos adoptados en el seno de la OIT, como son: el 
Convenio 102 relativo a la norma mínima de Seguridad Social en 1952 y el Convenio 118 
relativo a la igualdad de trato de nacionales y extranjeros en materia de Seguridad Social 
en 1962. 
También se encuentran aquellos adoptados en el seno del Consejo de Europa que incluyen 
la Carta Social Europea de 1961; el Código Europeo de Seguridad Social (revisado) (1964-
1990); y, por último, el Código Iberoamericano de Seguridad Social de 1995. 
Galiano Maritan; Bravo Placeres 
532 
 
Por ello, la implementación de los diferentes sistemas de seguridad social se ha constituido 
en un suceso relacionado al Derecho Internacional y, de ahí, su creciente reconocimiento 
a nivel constitucional (Holder, 2001).  
En el ordenamiento jurídico ecuatoriano, el trabajo se considera como un derecho-deber, 
en este caso, atribuible a su titular, de marcada naturaleza económica (Proaño Maya, 
Seguridad Social y Sociedad democrática, 2014). El Estado asume el compromiso de 
garantizar a los trabajadores la dignidad y el respeto a ella, una vida digna, con 
remuneraciones justas de acuerdo a su trabajo y el adecuado desenvolvimiento de un 
trabajo saludable, considerándose la seguridad social un derecho irrenunciable, reconocido 
como deber y responsabilidad cardinal del Estado (Galiano Maritan & Tamayo Santana, 
2018, págs. 123-156). 
Los principios por los que se rige la seguridad social se reconocen en el artículo 1 de la 
Ley de Seguridad Social del Ecuador y son: la solidaridad; la obligatoriedad; la 
universalidad; la equidad; la eficiencia; la subsidiariedad y la suficiencia; los cuales también 
se encuentran reconocidos en el artículo 34 de la Constitución de la República del Ecuador; 
tema sobre el cual se volverá más adelante. 
Su objetivo se encuentra direccionado a ofrecer protección a las personas a través de las 
garantías y beneficios que puede brindar la institución cuando estas se encuentran 
imposibilitadas de recibir ingresos o cumplen ciertas condiciones de edad avanzada que 
les dificulta satisfacer sus necesidades básicas (Goyes Moreno & Hidalgo Oviedo, 2012, 
págs. 168-183). 
Un rasgo distintivo del Instituto de Seguridad Social en Ecuador es el carácter obligatorio 
de su afiliación para los supuestos previstos en el artículo 2 de la Ley de Seguridad Social, 
dentro del que se reconocen todas aquellas personas que reciben ingresos por la ejecución 
de una obra o la prestación de un servicio físico o intelectual, con relación laboral o sin ella; 
especialmente:  
1. El trabajador en relación de dependencia;  
2. El trabajador autónomo;  
3. El profesional en libre ejercicio;  
4. El administrador o patrono de un negocio;  
5. El dueño de una empresa unipersonal;  
6. El menor trabajador independiente; y,  
7. Los demás asegurados obligados al régimen del Seguro General Obligatorio en 
virtud de leyes y decretos especiales.  
Por consiguiente, la afiliación para las personas incluidas en el artículo 2 de la Ley de 
Seguridad Social es obligatoria. El Seguro General Obligatorio previsto por la Ley de 
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Seguridad Social de Ecuador cubre las contingencias de enfermedad, maternidad, 
paternidad, riesgos de trabajo, cesantía, desempleo, vejez, invalidez, discapacidad, muerte 
y aquellas que defina la ley (Pérez Alonso & Magallón Ortín, 2013). En tal caso, ninguna 
persona podrá renunciar a la afiliación obligatoria de la seguridad social prevista en la Ley. 
El Seguro General Obligatorio está conformado por cuatro seguros, a saber: el Social 
Campesino (régimen especial del Seguro Universal Obligatorio para proteger a la población 
rural y a las personas dedicadas a la pesca artesanal, siempre que no perciban 
remuneración de terceros, ni se constituyan en empleadores), el Seguro General de Salud 
Individual y Familiar; y el Seguro General de Riesgos de Trabajo; y el Sistema de Pensiones 
por Vejez, Invalidez y Muerte (Tinajero, 2008). 
El sistema de pensiones por vejez, invalidez y muerte se cumple mediante un régimen 
mixto que combina la solidaridad intergeneracional y las ventajas del ahorro individual 
obligatorio. Para efectos de aportación al IESS, es indiferente que el trabajo se realice en 
forma autónoma, con relación de dependencia laboral, o sin relación de dependencia 
laboral. 
El Instituto de Seguridad Social es una institución autónoma e independiente del 
presupuesto estatal, los recursos con los que respalda la seguridad social son el resultado 
del aporte de sus afiliados. Por tanto, pretender que la seguridad Social se administre 
únicamente con los recursos humanos del IESS es una de las causas por las que sus 
servicios sean cada vez más deficientes. Esta situación se debe al aumento del número de 
beneficiarios que no aportan, dentro de los que podemos citar los trabajadores agrícolas, 
con el seguro social campesino; los cónyuges de los trabajadores que no se hallaban 
afiliados; los hijos de los afiliados hasta los dieciocho años; y los discapacitados. 
El Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social permite la concesión de préstamos 
quirografarios1, otorgándole a los afiliados que hubieren cumplido con los requisitos y 
condiciones determinadas un monto máximo de 80 salarios en préstamo equivalente al 
saldo disponible de la suma de los valores en las cuentas individuales de los fondos de 
reserva y cesantía general. 
En los años 90, y como resultado de la crisis económica que comenzaba a vislumbrarse 
en las principales economías latinoamericanas, el gobierno ecuatoriano direccionó el 
trabajo del IESS hacia una reforma que diera solución a sus problemas financieros. De esa 
forma, se trabajó en el rediseño del sistema de pensiones, las cuales según afirma Ortega 
 
1 Los préstamos quirografarios, también conocidos créditos quirografarios, son operaciones de 
crédito a corto o medio mediante los cuales la persona física o jurídica deudora, y sujeto de crédito, 
se compromete a reembolsar el importe prestado más los intereses acordados por ambas partes. 
Sobre los préstamos quirografarios Cfr. artículo 63 de la Ley de Seguridad Social en Ecuador. 
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Villalva y Douglas Rosero (2007), mantuvieron a dicho instituto como único proveedor de 
prestaciones de seguridad social, sustituyendo su participación por un régimen de 
capitalización de ahorros administrados por compañías privadas; instaurando así un 
sistema mixto que armonizara la reforma estructural del IESS como un nuevo régimen de 
pensiones. 
A raíz de esta restructuración, se entablaron discusiones sobre la pertinencia de una 
privatización del IESS, derivándose como consecuencia de este análisis, que el 30 de 
noviembre del 2001 se publicara en el Registro Oficial Nº 465, la Ley de Seguridad Social, 
en la que se reconoce al IESS como entidad pública descentralizada.  
Esta ley, aunque constituyó un paso de avance para el reconocimiento de los niveles 
mínimos de dignidad de vida a los ciudadanos, con el de cursar de los años ha tenido 
algunas modificaciones, principalmente en cuanto al ámbito de cobertura de la misma.  
En primer lugar, fue modificada por la Ley Reformatoria a la Ley de Seguridad Social 
publicada en el Suplemento de Registro Oficial No. 323 de 18 de noviembre del año 2010 
que reformó el artículo 117 para establecer que los hijos de los afiliados tendrían asistencia 
en salud hasta los 18 años, lo que anteriormente se extendía solo hasta los 6 años. 
La segunda reforma se publicó en el Suplemento del Registro Oficial No. 796 de septiembre 
del año 2012, y se refirió específicamente a la introducción en la Ley Orgánica de 
Discapacidades, permitiendo la afiliación voluntaria de los discapacitados con los mismos 
derechos que en la afiliación voluntaria general. Mediante esta reforma se elimina la 
obligación requerida por el IEES para exigir el examen médico para el seguro voluntario, lo 
cual constituía una discriminación para aquellas personas que padecían alguna 
discapacidad. 
En el año 2014, a través de la Resolución CD 460, el IEES estableció la obligación de 
financiamiento para todos los trabajadores afiliados de un aumento del porcentaje de 
aporte que incluía de un 20,5 % de la remuneración, a un 20,6 %, pasándose ese 1 % a 
los trabajadores y no a los empleadores, con lo cual se cumplió con las prestaciones 
otorgadas en la Ley Orgánica de Discapacidades (Porras Velasco, 2015). 
A decir de Pazmiño (2018), el Estado garantizaría las pensiones solo cuando se requiriera, 
pero dejaría de contribuir anualmente como lo había venido haciendo por más de 72 años, 
generando preocupación en los jubilados, quienes temen por la sostenibilidad del sistema 
de pensiones en caso de que se llegara a eliminar el subsidio del 40% del Estado. 
Resulta curioso que, conforme a los informes emitidos sobre sus fondos de caja, el IESS 
cuente con un excedente significativo, capaz de que garantizar alrededor de una década 
de prestaciones a sus afiliados. Sin embargo, los problemas reales se encontrarían en las 
garantías necesarias a largo plazo y la sostenibilidad del Instituto, basada, en mayor 
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medida, en el aporte de sus afiliados. Esta situación ha dispuesto un escenario propicio 
para que se multiplique la implementación de la seguridad social privada como respuesta. 
Actualmente, gran porcentaje de trabajadores afiliados al IESS ya no utilizan sus servicios 
por considerarlos deficientes, en tanto procuran la protección de su salud con seguros 
privados conseguidos a través de la contratación colectiva o por acuerdos voluntarios con 
sus empleadores. 
 
I.1 La seguridad social. Definición  
Para definir la seguridad social se debe tener como punto de partida su reconocimiento 
como derecho humano, protegido constitucionalmente, cuyo objetivo principal es proteger 
a las personas frente a situaciones inesperadas de la vida, como pueden ser enfermedad, 
vejez, desempleo, muerte, entre otras. 
La Organización Internacional de Trabajo en 1991 define la seguridad social como la 
protección que la sociedad proporciona a sus miembros, mediante una serie de medidas 
públicas, contra las privaciones económicas y sociales que, de no ser así, ocasionarían la 
desaparición o una fuerte reducción de los ingresos por causa de enfermedad, maternidad, 
accidente de trabajo, o enfermedad laboral, desempleo, invalidez, vejez y muerte; y 
también la protección en forma de asistencia médica y de ayuda a las familias con hijos 
(Organización Internacional del Trabajo, 1984).  
Definen también la seguridad social Ortega Villalba y Douglas Rosero (2007).como un 
sistema integral de protección a las personas contra los riesgos sociales que abarca los 
seguros sociales, las asignaciones familiares, la asistencia social y los programas públicos 
de cuidado de la salud o sistemas nacionales de salud 
Podríamos decir entonces que la seguridad social se considera como la obligación por 
parte del Estado para garantizarle a todos los ciudadanos los servicios médicos necesarios, 
así como la subsistencia en caso de pérdida o reducción importante de los medios de vida 
causados por cualquier motivo o circunstancia.  
Por ello, se considera “...un derecho fundamental que hace parte de la condición del 
hombre porque le brinda protección, confianza y seguridad...”, es decir, no se trata de un 
derecho propio de los trabajadores, sino que se trata de un derecho inmanente de la 
persona (Muñoz Segura, 2010, pág. 106). 
En el caso ecuatoriano, la Constitución de la República del 2008 establece en su artículo 
3, apartado primero, que la seguridad social es un deber primordial del Estado, y más 
adelante en su artículo 34 establece que el derecho a la seguridad social es un derecho 
irrenunciable de todas las personas, y será deber y responsabilidad primordial del Estado.  
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En ese sentido, el propio Estado le delega esta misión al Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social (entidad autónoma de servicio público, responsable de otorgar a la población 
asegurada las prestaciones del seguro general obligatorio). Es más, se han previsto 
también regímenes especiales como el seguro social campesino, el seguro voluntario y 
otros cubiertos por el Instituto de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas y el Instituto 
de la Seguridad Social de la Policía Nacional.   
No obstante, resulta necesario dejar claro que la seguridad social no es lo mismo que el 
seguro social, pues este último es el mecanismo mediante el cual se lleva a cabo la 
seguridad social, en tanto se constituye como un sistema de protección contra las 
contingencias que pueda sufrir una persona que mantiene una relación laboral estable. 
El sistema del seguro social, como afirma Proaño Maya (2014), nace de una relación de 
dependencia laboral, por la que el trabajador y el empleador asumen obligaciones y 
derechos. Por ello se afirma que el seguro social es una herramienta prevista por el 
ordenamiento jurídico para materializar el derecho a la seguridad social, conformado por 
instituciones. 
Resulta válido dejar constancia de que tanto el derecho al trabajo, como el derecho a la 
seguridad social, gozan de regulación constitucional, y también de respaldo internacional 
a través de los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el Ecuador, 
tales como: el Pacto internacional de derechos económicos, sociales y culturales; 
recomendaciones de organismos internacionales en materia del trabajo y la OIT, por solo 
mencionar algunos de ellos. 
En el orden nacional, el artículo 34 de la Constitución de la República dispone que “el 
derecho a la seguridad social es un derecho irrenunciable de todas las personas, y será 
deber y responsabilidad primordial del Estado”, por ello se afirma que el derecho a la 
seguridad social es un derecho constitucional de todos los ciudadanos, y ello es así, pues 
como afirma Morón Díaz (2001), este derecho es un requisito de la dignidad, y la dignidad 
es un atributo esencial de la persona. 
 
II. LA SEGURIDAD SOCIAL PRIVADA EN EL ECUADOR 
Uno de los cambios más significativos de la Ley No. 2001-55 es el sistema mixto de 
seguridad social, con la posible intervención de la iniciativa privada. Los afiliados, con 
relación de dependencia o sin ella, contribuirán a los regímenes de jubilación por 
solidaridad intergeneracional y por ahorro individual obligatorio y voluntario.  
Los sistemas públicos de pensiones se completan con programas de pensiones privados. 
La pensión privada de jubilación puede tener lugar a través de planes empresariales o por 
parte de los propios individuos.  
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Los planes de pensiones empresariales son direccionados por las propias empresas como 
incentivo a sus trabajadores, además de la obtención de un ambiente de trabajo confortable 
que les permita ser más eficientes y capaces (Fernández Docampo, 2017). Los planes 
realizados por los propios individuos responden a instrumentos de ahorro, los que deben 
respaldar, una vez cesada la actividad laboral, la subsistencia de las personas; pudiendo 
ser utilizados los seguros de vida o los planes de ahorro bancario. 
Dentro de las ventajas que se reconocen para la aplicación del sistema de seguridad social 
privado se encuentran: el logro de una mayor eficiencia en la gestión del sistema, existiendo 
menos burocracia que en los casos gestionados estatalmente; la necesidad de enmendar 
problemas existentes en la gestión de los seguros sociales y de la seguridad social; y el 
ahorro que implicaría para la economía del país evitando el monopolio del Estado en la 
atención de las necesidades sociales2. 
En detrimento de los elementos señalados, en el Ecuador, la privatización de la seguridad 
social presenta algunas desventajas, entre ellas: la seguridad social no puede considerarse 
solo un seguro, debido a que representa un derecho fundamental erigido en la Constitución; 
no debe confundirse con un instrumento financiero, se trata sustancialmente de un 
instrumento de política social, y ─lo que es peor─ pone en riesgo el principio de solidaridad 
social, siendo esta su principal desventaja. 
La privatización como única vía para la seguridad social conllevaría a la inexistencia del 
principio de solidaridad social, dejando desprotegido a aquellos que más lo necesitan por 
no valerse por sí mismos o encontrarse imposibilitados de hacerlo. La vulneración de este 
principio negaría la esencia de la seguridad social, ocasionando desprotección en una 
institución creada para brindar al ser humano una igualdad de oportunidades para su 
bienestar y el de su familia. 
 
III. LOS PRINCIPIOS RECONOCIDOS EN LA LEY DE SEGURIDAD SOCIAL DE 
ECUADOR. FUNDAMENTOS TEÓRICOS Y LEGALES 
La mayoría de los sistemas de seguridad social en el mundo acogen los principios 
declarados por la OIT, los que con posterioridad han sido aplicados de diferente forma en 
dependencia de cada país y ordenamiento jurídico.  
 
2 En el caso chileno, por ejemplo, los fondos de pensiones han contribuido al desarrollo del mercado 
de capitales. Se destaca la influencia en el mercado bursátil; su contribución al desarrollo de la 
industria de clasificación del riesgo; en la profundización del mercado; y en la mayor estabilidad de 
los precios por su carácter de inversionistas expertos con visión de largo plazo, a incentivar la 
apertura de nuevas empresas para que transen sus acciones en las bolsas, entre otros (Livellara, 
2018). 
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El sistema alemán de seguridad social vigente desde 1889 reconocía los principios de la 
seguridad social, entre ellos la obligatoriedad, que se convertirían en la base de los 
sistemas europeos, que con la aparición de la OIT pretendían dar una protección a los 
trabajadores, sobre todo en la maternidad, naciendo entonces el concepto de ayuda social 
o seguro social.  
La Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 también tuvo un papel importante 
en el reconocimiento de los principios, pues en ella se reconocía a todo ciudadano el 
derecho a la seguridad social. En la actualidad, son precisamente esos principios los que 
se consideran referentes para cualquier sistema. 
En el caso del ordenamiento jurídico ecuatoriano, el artículo 34 de la Constitución de la 
República, en relación con el artículo primero de la Ley de Seguridad Social, establece que 
el derecho a la seguridad social es un derecho irrenunciable de todas las personas, y será 
deber y responsabilidad primordial del Estado, el cual deberá regirse por los principios de 
solidaridad, obligatoriedad, universalidad, equidad, eficiencia, subsidiaridad, suficiencia, 
transparencia y participación para la atención de las necesidades individuales y colectivas. 
En este precepto se reconocen los fundamentos jurídicos que constituyen la base para 
lograr un modelo de seguridad social, erigidos por principios que han de guiar y sostener 
la organización y funcionamiento del seguro general obligatorio del Ecuador. 
Los principios se definen como las directrices que inspiran la interpretación de las normas, 
constituyen la base que sustenta el sistema de seguridad estable que ofrece el 
ordenamiento jurídico ecuatoriano, utilizándose como criterios de interpretación y 
aplicación de las normas para el cumplimiento de los fines de la ley y la protección de los 
derechos de los ciudadanos. 
 
III.1 El principio de solidaridad 
La seguridad social es el principio clásico y cardinal de la seguridad social. Tal es así que 
el artículo 12 de la Conferencia Interamericana de Seguridad Social establece que: “El 
derecho a la seguridad social se fundamenta, entre otros, en el principio de solidaridad”. 
Si se analiza el contenido del principio, puede afirmarse que mediante él se exige atender 
el interés común y no sólo el propio, asumiendo como propio el interés de un tercero; por 
lo que se asevera que se trata de un valor ético y moral. Como afirma SEGADO, en el ámbito 
de lo social, la solidaridad constituye un ingrediente esencial, la verdadera «conditio sine 
qua non» de la existencia de un grupo social, pues, como se ha apuntado, sin solidaridad 
no hay muchas posibilidades de que exista un grupo humano digno de tal nombre (Segado, 
2012). 
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En virtud del principio de solidaridad general “los medios destinados a la protección que 
cubre y respalda a la población en general, se aportan por todos los miembros de la 
sociedad en base a su capacidad contributiva e independientemente de intereses 
concretos en el campo de las prestaciones, así como de particulares responsabilidades en 
el campo de las contingencias por las que aquéllas resulten exigibles (Venturi, 1994). 
La solidaridad circunscrita al ámbito de estudio significa que todas las personas deberán 
contribuir económicamente a la seguridad social mediante la concientización frente a 
aquellos que se encuentran en una posición de desventaja, buscando la participación de 
todos los contribuyentes, garantizando con ello la eficacia de la seguridad social. 
En este sentido, el principio de solidaridad ya no es únicamente un deber moral a decisión 
de las personas, sino todo lo contrario, una obligación contemplada en el ordenamiento 
jurídico del Ecuador mediante el cual los ciudadanos tienen la obligación de contribuir a su 
manutención (Proaño Maya, 2014), permitiendo además lograr la refinanciación y la 
sostenibilidad del sistema de seguridad social integral y el sistema de la protección social 
(Cañón Ortegón, 2017) 
El artículo primero de la Ley de Seguridad Social del Ecuador establece que la solidaridad 
es la ayuda entre las personas aseguradas, sin que exista distinción de nacionalidad, etnia, 
lugar de residencia, edad, sexo, estado de salud, educación, ocupación o ingresos, y tiene 
como principal objetivo financiar conjuntamente las prestaciones básicas del seguro 
general obligatorio. 
 
III.2 El principio de obligatoriedad 
El segundo principio reconocido es el principio de obligatoriedad. La Constitución del 
Ecuador establece que la seguridad social constituye un servicio público obligatorio, lo que 
significa que la afiliación será obligatoria para los sectores de la población que la ley señale 
(Contreras, 2016). Con ello, el acceso a la seguridad social no es un derecho de libre 
elección, como pudiera parecer; sino que constituye un deber o una obligación para el 
sujeto que a la postre resultará beneficiado; y es que la efectividad del régimen depende 
de la afiliación masiva de los ciudadanos, que se convierte, por tanto, en obligatoria.  
Así, queda proscrita la posibilidad de acordar cualquier tipo de disminución, alteración, 
afectación o supresión del deber de solicitar y el derecho de recibir la protección del seguro 
general obligatorio. De ahí que, por un lado, corresponda a los empleadores la afiliación de 
sus trabajadores, y por otro, al Estado, la obligación de facilitar y ofrecer los mecanismos 
necesarios a todos aquellos que carezcan de vínculo con algún empleador. 
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III.3 El principio de universalidad 
La universalidad en la protección es uno de los principios típicos, en cuanto ideales de 
protección, en los sistemas de seguridad social (Arenas Monsalve, 2014), pues supone 
asumir como se establece en la Declaración Universal de Derechos Humanos, que “toda 
persona como miembro de la sociedad tiene derecho a la seguridad social”, reconociendo 
además que esa protección debe ofrecerse sin discriminaciones y con respecto a todas las 
contingencias que cubren los sistemas de seguridad social para garantizar la protección en 
todas las etapas de la vida . 
Este principio también es regulado en el artículo primero de la Ley de Seguridad Social del 
Ecuador, significando que todas las personas, por el solo hecho de serlo, deben disfrutar 
del derecho humano a la seguridad social y de la extensión de coberturas brindadas en 
concordancia con sus necesidades. 
En el año 2000, la OIT declaró como reto para todos los Estados el fortalecimiento de este 
principio; el deber de realizar campañas para abarcar la mayor parte de la población y, de 
igual forma, extender coberturas para los sistemas privados de salud, teniendo en cuenta 
sus necesidades y su capacidad de pago. 
Por ello, la universalidad se reconoce en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho 
fundamental de rango constitucional, cuyo principal objetivo es que todas las personas 
participen de los beneficios del sistema de seguridad social para proteger al ser humano 
dentro de la colectividad, sin que exista ningún tipo de discriminación (Pérez Duarte, 2014). 
El principio de universalidad suele vincularse al comúnmente denominado modelo de 
seguridad social asistencial (Blasco Lahoz, 1992), y se define como aquella protección de 
la seguridad social que se extiende a todos los ciudadanos, independientemente de su 
condición de trabajadores o no (Rodríguez Cardo, 2006). Mediante este principio se 
garantiza a todos los ciudadanos la igualdad de oportunidades para tener acceso a las 
prestaciones del seguro general obligatorio, sin distinción de nacionalidad, etnia, lugar de 
residencia, sexo, educación, ocupación o ingresos. 
 
III.4 El principio de equidad 
Por su parte, la equidad, identificada también como igualdad, se armoniza con el sentido 
de justicia del caso concreto. Para Ruiz Gallardón (2017), la equidad es a la vez justicia 
igualitaria y justicia individualizadora, mediante la cual se puede imponer tanto la igualdad 
como la desigualdad, obligando a tratar igual a los casos iguales y desigual a los 
desiguales. 
En la Ley de Seguridad Social de nuestro país, se reconoce la igualdad, en plena 
semejanza con el principio de igualdad que debe existir con la entrega de las prestaciones 
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del seguro general obligatorio, en proporción directa al esfuerzo de los contribuyentes y a 
la necesidad de amparo de los beneficiarios, todo lo cual deberá realizarse en función del 
bien común. 
 
III.5 El principio de eficiencia 
El principio de eficiencia implica hacer las cosas bien, por tanto, se centra en el logro del 
resultado de forma óptima con la menor cantidad de recursos posibles. Para Gimeno Feliú 
(2010), la eficiencia significa la utilización adecuada de los recursos administrativos, 
técnicos y financieros disponibles para que los beneficios que provienen de la seguridad 
social sean prestados en forma adecuada, oportuna y eficiente. 
Puede afirmarse entonces que la eficiencia consiste en la correcta utilización social y 
económica de los recursos administrativos y financieros disponibles, para que los 
beneficios a que da derecho la seguridad social sean prestados en forma adecuada, 
oportuna y suficiente. 
Similar definición es utilizada por la Ley de Seguridad Social que define la eficiencia como 
la utilización adecuada de las contribuciones económicas y demás recursos del seguro 
general obligatorio, mediante el cual se garantice la entrega oportuna de prestaciones 
suficientes a sus beneficiarios. 
 
III.6 El principio de subsidiariedad 
El principio de subsidiariedad se ampara en la Carta Comunitaria de los Derechos Sociales 
Fundamentales de los Trabajadores, y como afirma Martínez Alarcón, en virtud de este 
principio  se apoyarán las iniciativas tomadas por el Estado en el marco de sus 
competencias para la aplicación de los derechos, en lo que concierne a los sujetos 
legitimados para la producción normativa (Martínez Alarcón, 2010). 
Para la Ley de Seguridad Social en el Ecuador, la subsidiariedad se basa en el auxilio 
obligatorio que debe prestar el Estado para fortalecer las actividades de protección y 
esfuerzo, de forma tal que se complemente el financiamiento de las prestaciones que no 
pueden costearse totalmente con las aportaciones de los asegurados. 
 
III.7 El principio de suficiencia 
El principio de suficiencia es el último de los principios reconocidos en la mencionada ley. 
Según Alarcón Caracuel (2005), significa que la seguridad social ha de garantizar, frente a 
la situación de necesidad, lo mínimo indispensable para que las personas alcancen el 
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estándar mínimo de atención y respuesta, lo cual implica también eficiencia en las 
prestaciones realizadas. 
El principio de suficiencia debe velar porque la riqueza del país esté supeditada al objetivo 
de mantener un sistema de seguridad social que garantice un ámbito objetivo de cobertura 
mínima o suficiente en términos de dignidad, lo que implica una protección equitativa, 
completa y adecuada (Ermida Uriarte, 1991). 
En la Ley de Seguridad Social del Ecuador se define como la entrega pertinente de los 
servicios, las rentas y el resto de los beneficios del seguro general obligatorio, según el 
deterioro de la capacidad para trabajar y la pérdida de ingreso del asegurado. 
 
IV. ANÁLISIS DE LAS DEFICIENCIAS Y BENEFICIOS DE LA LEY DE SEGURIDAD 
SOCIAL EN EL ECUADOR 
Varias han sido las reformas establecidas en el sistema de seguridad social ecuatoriano, 
dentro de éstas podemos citar: Reforma del Seguro Social Schoenbaum – informe de 1940, 
en el cual el seguro de enfermedad se hizo extensivo a los afiliados de la Caja de Pensiones 
mejorando la prestación; en 1941 se aplican técnicas actuariales; en 1942 se produce un 
incremento en los aportes, 7% patronal y laboral y el 40% de contribución del Estado para 
el financiamiento de las pensiones (Calderón, 2013). 
El sistema de prestaciones del seguro social ecuatoriano atenta contra el sentido común 
por falta de armonía en las prestaciones, al combinar principios del seguro con la cuenta 
individual. Por consiguiente, debe ser simplificada para la jubilación ordinaria y también 
para los beneficios de rentas vitalicias. Se debe lograr la uniformidad en los diferentes tipos 
de prestaciones, controlando los saldos bruscos entre los sueldos y las jubilaciones por 
vejez y montepío3, pues en muchos casos no se encuentran acordes con las aportaciones.  
Los cambios deberían estar direccionados a disminuir el rol decisivo del Estado como pilar 
del sistema de seguridad social, siendo necesaria la búsqueda de alternativas efectivas 
que no laceren los derechos de los menos favorecidos, y que, a su vez, tampoco 
constituyan una carga excesiva para el presupuesto estatal. 
El IESS sólo debe brindar prestaciones y servicios a sus afiliados, los que se financian con 
los aportes de éstos. Las personas que no están afiliadas al IESS, dígase, menores, 
desempleados, subempleados y discapacitados, deben ser atendidas exclusivamente por 
el Estado a través del Ministerio de Salud, con su personal y su infraestructura hospitalaria 
y dispensarios.  
 
3 Las pensiones de montepío son aquellas rentas mensuales o pensiones periódicas que el IEES 
entrega a las personas viudas, a los huérfanos, o padres del afiliado o jubilado fallecidos que 
generaron ese derecho.  
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Las reformas al sistema de seguridad social pueden abarcar la inclusión del sector privado 
como una vía de solución alternativa a los problemas reales que existen en el sistema 
público de pensiones, sin embargo, no deben olvidarse los principios básicos de la 
seguridad social y la adecuación que cada sistema debe seguir de acuerdo a las 
características sociales, económicas, demográficas y políticas del país en que se aplique. 
En tal sentido, se deberán tener en cuenta estos principios como premisa general de 
considerar la seguridad social para la protección de las personas, y por ende, ofrecer una 
respuesta solidaria e integral que beneficie a la mayoría y garantice la salvaguarda del 
bienestar general y la paz social (Livellara, 2018). 
En correspondencia con lo expuesto, se pueden señalar como principales beneficios del 
Sistema de Seguridad Social en Ecuador los siguientes: 
• Los afiliados al IESS están protegidos por enfermedad, maternidad, desempleo, 
accidentes de trabajo, enfermedades profesionales, invalidez, desempleo y, cuando 
cumplen los requisitos para jubilarse, reciben pensiones y/o rentas vitalicias o 
temporales. 
• Posibilidad de afiliación de las personas que realizan trabajos en el hogar para tener 
cobertura en la vejez, discapacidad, invalidez y muerte con pensiones y auxilio de 
funerales. 
• Inclusión mediante la Ley Orgánica para la justicia laboral y el reconocimiento del 
trabajo en el hogar de 20 de abril del 2015, a las personas que realizan trabajo no 
remunerado del hogar como afiliados del IEES, con todos los derechos reconocidos 
en la Ley de Seguridad Social.  
• Los derechos de los afiliados y afiliadas se extienden a los familiares, con atención 
médica a los hijos (as) de hasta 18 años de edad. Cuando él o la afiliada/jubilada 
fallece, el IESS paga los gastos por sus funerales; quienes generan rentas mensuales 
para la viuda y huérfanos. 
• El IEES administra los fondos de reserva de los afiliados que escogieron ahorrar en la 
institución, y que sirven de garantía para el préstamo quirografario. 
• El fondo de cesantía se devuelve al afiliado (a) cada vez que queda desempleado (a). 
El valor de la cesantía también sirve de garantía del préstamo quirografario. 
• Se conceden a través del banco del IESS préstamos hipotecarios, quirografarios y 
prendarios. 
• La cobertura del seguro social para las personas de bajos ingresos, trabajadores 
informales y formales pobres ha aumentado en los últimos años. 
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Una vez señalados los principales beneficios, se deben señalar algunos elementos que 
pudieran ser tenidos en cuenta como deficiencias del Sistema de Seguridad Social en 
Ecuador.  
• El Sistema de seguridad social se limita solo para aquellas personas que gozan de 
capacidad de contribución económica. 
• La protección social del Seguro no incluye a todas las personas, dígase aquellas sin 
capacidad de contribución económica, como por ejemplo los adultos mayores; aquellas 
que realizan trabajos no remunerados por el Estado; los trabajadores informales, las 
personas discapacitadas y aquellas familias consideradas pobres. 
• No existe diferencias en el sistema del seguro universal obligatorio entre las personas 
con relación de dependencia, y aquellas que no tienen esa relación. 
• La prestación asistencial reconocida en el artículo 205 de la Ley de Seguridad Social 
por vejez o invalidez, cuyo objetivo era entregar una renta en dinero para las personas 
mayores de 70 años o para aquellos incapacitados absolutamente para el ejercicio de 
cualquier trabajo remunerado, no se ha puesto en práctica hasta la fecha.  
• La mora patronal en que incurre el Estado para con el IESS, en lo referente a la parte 
que le corresponde aportar para el financiamiento de las prestaciones que por ley se 
tiene que servir a los asegurados; con el consecuente perjuicio económico para la 
clase trabajadora que no puede hacer uso oportuno de todas las prestaciones y 
servicios a que tiene derecho. 
Con respecto a la seguridad social privada en el Ecuador, aun y cuando se han logrado 
algunos avances en comparación con años anteriores, resulta evidente que no puede 
convertirse en una alternativa que sustituya la seguridad social, precisamente porque su 
ámbito de aplicación es mucho más limitado. El tema de la seguridad social no debe ser 
asumido solo con iniciativas desde el orden privado, sino todo lo contrario, debe asumirse 
como un proceso de decisión del Estado que salvaguarde los derechos de los ciudadanos 
con un enfoque integral e igualitario, tal y como lo establece la Constitución de la República 
del Ecuador. 
Por esta razón, los beneficios que brinda el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social casi 
en su totalidad son atendidas con el aporte de los empleadores y de los mismos 
trabajadores, o, dicho de otra forma, los que efectivamente hacen frente a todos los gastos 
que demanda la previsión social y que corren a cargo de los propios beneficiarios, 








Se puede afirmar, sin temor a equivocarnos, que no existe un modelo perfecto de seguridad 
social, pues evidentemente crece y evoluciona con el tiempo, sin embargo, en aras de 
perfeccionar el ordenamiento positivo del Ecuador con respecto a este tema, se propone a 
la función legislativa de la nación modificar algunos aspectos del sistema nacional de 
seguridad social vigente en lo concerniente a los siguientes aspectos: 
1. Se debe considerar la posibilidad de que el Estado cuente con un sistema de 
protección financiado para que la cobertura del seguro social no se limite solamente a 
las personas que tienen una relación jurídica laboral. 
2. Establecer lineamientos que precisen una distinción entre los aportes que deben 
realizar aquellas personas que tienen una relación de dependencia, con respecto de 
aquellas que no cuentan con esa relación, pues, aunque el seguro sea una obligación 
para todos, no debe exigirse a todos por igual. 
3. Diseñarse programas de generación de empleos para quienes se encuentran en 
situación de pobreza, y de la misma forma, mejorar las condiciones laborales y 
salariales de aquellos que cuentan con un empleo. 
4. Crear a través del Instituto de Seguridad Social del Ecuador sistemas de contribución 
social que le brinden la posibilidad a los trabajadores más pobres o desempleados de 
contar con una cobertura mínima para la salud y pensiones para la subsistencia. 
5. Establecer políticas y mecanismos eficaces y viables que garanticen la autonomía del 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social y de todo el sistema que lo rige. 
6. Consolidar directrices que tengan como objetivo establecer de forma obligatoria que 
quienes perciban mayor remuneración, contribuyan de forma sustancial al sistema de 
seguridad social a través de impuestos directos que beneficien el presupuesto del 
Estado, y que éste, por ende, se encargue de proteger a las personas que no tienen 
ingresos propios, o los que tienen, son escasos para sustentarse. 
 
CONCLUSIONES  
Desde la aparición del concepto de seguridad social, todos los ordenamientos jurídicos han 
experimentado una serie de cambios en correspondencia con los modelos políticos de cada 
país, y con ello, se han transformado los sistemas de seguros sociales anteriores hacia 
sistemas universales y actualizados de seguridad social, como es el caso de Ecuador.  
Lo anteriormente expresado parte de considerar la seguridad social como un derecho 
humano, cuyo principal objetivo es la mejora de las condiciones de vida de las personas 
Galiano Maritan; Bravo Placeres 
546 
 
cuando estas se enfrentan a contingencias inesperadas de la vida provocadas por 
enfermedad, invalidez, vejez, desempleo o muerte. 
Por ello se afirma que la seguridad social, además de reconocerse como un derecho 
constitucional, se considera un mecanismo jurídico que tiene como principal objetivo cubrir 
las necesidades básicas de las personas ante posibles situaciones sociales de desventaja. 
En consonancia con los principios reconocidos en la Ley de Seguridad Social y la 
Constitución de la República del Ecuador, se deben racionalizar los recursos destinados a 
la seguridad social para cumplir el objetivo con el que fue creado el IEES y, paralelamente, 
buscar nuevas formas de financiamiento que no se sustenten solamente en las 
aportaciones de sus afiliados. 
La apertura de la seguridad social al sector privado es un elemento positivo para la 
seguridad social del país. La coexistencia del sector público y el sector privado constituye, 
en la actualidad, una respuesta para superar los problemas creados por las insuficiencias 
de los sistemas públicos obligatorios si se articulan correctamente. El equilibrio entre 
ambos salvaguardará el respaldo merecido de todos los ciudadanos que requieran de la 
seguridad social. 
Por último, se recomienda generar una campaña informativa para la población, sistemática 
y rigurosa, que evidencie el carácter indispensable de la seguridad social, basándose en 
datos verdaderos, y que no solo haga públicos los beneficios subsidiados por el gobierno. 
Resulta imprescindible que los organismos que contribuyen a la seguridad social lleven a 
cabo esfuerzos coordinados para mejorar los conocimientos generales de la población, en 
particular el derecho a las prestaciones y la afectación de los recursos. 
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